
83

 TEMAS DE EDUCACIÓN

Profesionalizar la docencia en Chile: análisis crítico del 
Sistema de Desarrollo Profesional Docente

Víctor Figueroa Farfán*
Priscila Cárdenas Aguilera**

Recibido: 20/11/2025

Aceptado: 05/03/2026

* Universidad Andrés Bello, Viña del Mar, Chile. Correo electrónico: v.figueroafarfn@uandresbello.edu
** Universidad de las Américas, Chile. Correo electrónico: priscila.cardenas.aguilera@edu.udla.cl

Resumen 
Si bien el Sistema de Desarrollo Profesional Docente (SDPD) en Chile contempla mejoras salariales 
que pueden resultar atractivas, es necesario analizarlo críticamente en relación con sus potencia-
lidades y limitaciones como sistema orientado al fortalecimiento de la profesión docente. Este 
artículo problematiza el modelo de profesionalización presente en el SDPD mediante un análisis 
crítico e interpretativo de su marco normativo y de la evidencia disponible sobre posicionamiento 
y respuesta del profesorado frente a estas políticas públicas. El estudio se sustenta en una revisión 
de los principales cuerpos jurídicos que regulan la profesión docente en Chile, complementada 
por literatura sobre políticas que promueven estandarización, rendición de cuentas y regulación 
del desempeño. Los resultados indican que, pese a avances en reconocimiento y condiciones la-
borales, persisten lógicas centradas en la estandarización, la competencia individual y la evalua-
ción con fuertes consecuencias, tensionando la dimensión colectiva y situada del trabajo docente. 
Asimismo, se analiza el rol de colectivos docentes y liderazgo educativo, relevando su potencial 
como respuesta a estas políticas.
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Professionalizing teaching in Chile: a critical analysis of the 
Teacher Professional Development System

Abstract
While the Chilean Teacher Professional Development System (SDPD) includes salary improve-
ments that may appeal to teachers, a critical examination of its potential and limitations as a 
professional strengthening mechanism remains necessary. This article examines the profession-
alization model embedded in the SDPD through a critical and interpretive analysis of its regula-
tory framework and the available evidence on teachers’ positioning and response to these public 
policies. The study is based on a review of the main legal instruments that regulate the teaching 
profession in Chile, complemented by literature on policies that promote standardization, ac-
countability, and performance regulation. The results indicate that, despite progress in recogni-
tion and working conditions, logics of standardization, individual competition, and evaluation 
persist, with significant consequences that strain the collective and situated dimensions of teach-
ing. The article further examines the role of teacher collectives and educational leadership, high-
lighting their potential as a response to these policies.
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Professionalization of Teaching, Teacher Professional Development System, Teaching Groups, 
Professional Capital, Educational Leadership.
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1. Introducción 
Desde la tramitación de la Ley N.° 20.903 (2016), que creó el Sistema de Desarrollo Profesional 
Docente (SDPD), más comúnmente identificado como «Carrera Docente», esta ha estado acompa-
ñada por discursos asociados a la calidad de la educación y, particularmente, al desempeño pro-
fesional que se espera de las y los docentes. Esta discusión no es nueva, sino que se enmarca en 
una trayectoria histórica heredada, asociada al modelo de educación de mercado que se impuso 
en Chile durante la dictadura cívico–militar iniciada en 1973. En este recorrido, si bien se obser-
van ciertos avances incorporados por el SDPD que pudieran actuar como base para levantar alter-
nativas de desarrollo profesional en los establecimientos educativos, su esencia sigue centrada en 
la competencia individual, la estandarización del desempeño y la lógica de rendición de cuentas.

En este contexto, si bien dicha política pública ha generado, desde julio de 2017, un aumento 
salarial promedio superior al 20%, impactando en las diferencias entre quienes participaron del 
proceso evaluativo y quienes pudieron excusarse de este, resulta relevante analizar el alcance del 
SDPD más allá del reajuste salarial. Por ello, nos parece prioritario cuestionar si esta política públi-
ca genera las oportunidades necesarias para establecer acciones de mejora que apunten al desa-
rrollo profesional de las y los docentes, conforme a lo que expresa la literatura especializada; por 
ejemplo, fomentando el fortalecimiento de la profesionalidad y la constitución de comunidades 
de aprendizaje profesional (CAP) (Figueroa, 2022; Hargreaves & Fullan, 2014). Ambos elementos 
están presentes en distintos documentos ministeriales que orientan la mejora continua en los 
establecimientos educativos, tal como en el documento base para el acompañamiento desde los 
Servicios Locales de Educación Pública (SLEP), denominado Fundamentos: Modelo de Desarrollo de 
Capacidades para el Apoyo Técnico–Pedagógico (Ministerio de Educación de Chile [Mineduc], 2022). 

De igual forma, es interesante revisar cómo las respuestas del profesorado frente a estas polí-
ticas han configurado espacios de acción y reflexión profesional; específicamente, cómo se han 
desarrollado instancias de problematización colectiva sobre el ejercicio profesional, las que no 
se sitúan únicamente en los espacios físicos de las escuelas. Por ejemplo, la movilización se ha 
transformado en un campo de encuentro donde las y los docentes han podido vislumbrar que 
era posible correr los límites de la profesionalización instaurada desde arriba y revalorizar una 
profesionalidad contextualizada en experiencias escolares concretas.

Por otro lado, los conflictos y el accionar de otras agencias, no necesariamente estatales, ponen de 
manifiesto la necesidad de repensar la «acción pública organizada», ya que no puede ser consi-
derada como la única dimensión para explicar la génesis de las políticas públicas. Especialmente 
comprendiendo que “se podría caracterizar la acción pública como la manera en que una socie-
dad construye y califica los problemas colectivos y elabora respuestas, contenidos y procesos 
para abordarlos” (Thoenig, 1997, p. 28). En el marco de la educación pública, la construcción de 
problemas y soluciones se ha expresado en itinerarios que tienden a instalar las crisis, indicar 
a los responsables y a otorgar respuestas, para así poder justificar diversas políticas públicas, 
algunas de las cuales tienden a profundizar las lógicas neoliberales y refuerzan la centralidad del 
mercado (Gentili, 1997).

En Chile, la profesionalización de la docencia comienza a concebirse desde la imagen de una 
crisis educativa permanente, a la cual hay que responder. Esta crisis se manifiesta en aspectos 
como los bajos resultados en pruebas estandarizadas de gran escala, así como en problemáticas 
que requieren un análisis de carácter sistémico, incorporando dimensiones como la convivencia 
escolar y el ambiente laboral, entre otras. En dicho contexto, problemas de esta naturaleza suelen 
ser interpretados como consecuencia del supuesto desempeño deficiente de las y los docentes. Es 
decir, quienes suelen ser indicados como responsables principales son siempre las y los docentes 
y sus organizaciones sindicales; por ello se difunde la necesidad de profesionalizar el ejercicio de 
la docencia desde una perspectiva competitiva (Figueroa, 2023).

De tal forma, este escrito, a partir de un análisis crítico e interpretativo, busca problematizar los 
efectos y alcances del actual modelo de profesionalización docente en Chile, considerando tanto 
los marcos normativos como la literatura especializada, parte de la cual ha visibilizado las res-
puestas de los actores involucrados (Figueroa & Cavieres, 2020; Figueroa & Oliveira, 2023). En 
función de este análisis, se busca aportar a la reflexión crítica respecto del desarrollo profesional, 
en la que una visión situada, colaborativa y centrada en la justicia social resulta clave. 



85

 TEMAS DE EDUCACIÓN

Por lo mismo, este artículo se estructura con base en el abordaje de aspectos teóricos, los cuales 
dan cuenta de cuestiones fundamentales que permitirán comprender desde dónde se han sosteni-
do las políticas públicas que promueven el liderazgo y el desarrollo profesional docente en Chile, 
tales como, la profesionalización de la docencia, el rol de los grupos intermedios de representa-
ción del profesorado, y la asociación entre el liderazgo educativo y el capital profesional. Particu-
larmente, este último punto ha sido ampliamente desarrollado en investigaciones y documentos 
ministeriales, enfatizando la responsabilidad de los distintos niveles en que se ejerce el liderazgo 
educativo (Carrasco‒Aguilar & Mallegas, 2020; Mineduc, 2022). 

En primer lugar, debido a nuestra realidad como país, se hace necesario presentar un marco 
contextual que caracterice la educación chilena centrada en el mercado, enfocándose brevemente 
en los elementos estructurales que condicionan el desarrollo de políticas públicas que regulan el 
ejercicio profesional, y todas las experiencias presentes en las comunidades educativas. Poste-
riormente, desde un marco teórico referencial, nos es relevante exponer el rol que han cumplido 
los sindicatos y organizaciones gremiales del magisterio en la formulación e implementación de 
políticas públicas vinculadas al desarrollo profesional docente (DPD), evitando su caracterización 
únicamente como grupos de intereses que actúan en oposición a la generación de estas políticas 
públicas, o bien solo como actores pasivos (Figueroa & Oliveira, 2023).

En tercer término, se propone analizar las exigencias que estipulan los cuerpos normativos que 
regulan actualmente el ejercicio de la profesión docente. Desde el Estatuto docente, pasando por 
el SDPD para finalizar con el cuerpo jurídico establecido en la Ley N° 21.625 de 2023 que, finalmen-
te, unificó las dos instancias evaluativas a las que debían someterse las y los docentes chilenos 
del sector público.  Por último, desde una postura teórica, se aborda la relación existente entre los 
estilos de liderazgo educativo y el fortalecimiento del capital profesional, comprendiendo que, 
desde lo expuesto en los documentos ministeriales con base en referentes académicos, se consi-
dera como un aspecto fundamental para avanzar en mejoras sobre el SDPD, y con ello, en los 
resultados de aprendizaje (Mineduc, 2022).

Sobre esta base, se desarrolla un análisis crítico del devenir de las políticas públicas que regulan 
la profesión docente, abordando principalmente las modificaciones introducidas con la entrada 
en vigor de la Ley N.° 21.625 (2023), comúnmente conocida como «el fin de la doble evaluación», 
proceso legislativo que fue ampliamente reconocido como un logro por parte del Colegio de 
Profesoras y Profesores de Chile (CPCH). 

Independiente de lo anterior, estimamos que ninguna política pública que pretenda generar un 
desarrollo profesional de la docencia podrá ser considerada exitosa si no se hace cargo de dos 
aspectos fundamentales: por una parte, garantizar las condiciones materiales y laborales en que 
se desenvuelve la profesión, incluido el tipo de liderazgo ejercido en los establecimientos educati-
vos; y, por otra, que las y los principales implicados, es decir, profesoras y profesores, encuentren 
sentido a los procesos en los que, por ley, están obligados a participar (Darling‒Hammond et al., 
2017; Figueroa & Cavieres, 2020; Leithwood et al., 2008).

2. Metodología
El estudio se desarrolló desde un enfoque cualitativo de carácter teórico, analítico e interpretativo 
(Hernández et al., 2022). Para ello, se realizó una revisión documental (Flick, 2018) de cuerpos 
normativos y literatura académica relevante vinculados al SDPD en Chile, así como a los debates 
sobre profesionalidad docente, rendición de cuentas, capital profesional, liderazgo escolar y el rol 
de los colectivos docentes.

La selección de documentos se efectuó de manera intencionada, priorizando leyes, decretos y do-
cumentos oficiales vigentes, así como investigaciones y aportes teóricos reconocidos en el campo 
de las políticas educativas y el desarrollo profesional docente.

El análisis se realizó mediante un proceso de lectura analítica y categorización temática que per-
mitió identificar continuidades, tensiones y efectos de las políticas públicas sobre el ejercicio pro-
fesional docente. Este proceso se apoyó en categorías conceptuales y análisis provenientes de la 
literatura crítica en educación, los cuales abordan temáticas como la Nueva Gestión Pública (NGP), 
el nuevo profesionalismo y la evaluación con altas consecuencias, entre otros aspectos (Ander-
son, 2017; Cáceres, 2003; Flick, 2018; Oliveira, 2005, 2015; Verger & Normand, 2015).
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Finalmente, se desarrolló un análisis crítico interpretativo orientado principalmente a problema-
tizar los supuestos, alcances y limitaciones del marco normativo vigente, más que a establecer 
generalizaciones empíricas.

3. Marco referencial 
3.1. Profesionalizando la docencia en el contexto de educación con centralidad del mercado 
Durante las últimas cuatro décadas, el neoliberalismo en materia educativa se ha relacionado 
directamente con una retórica que le da sustento y legitimación a las acciones y a las reformas 
que se implementan. En este caso, el Estado, desde la lógica de planificación estratégica de pro-
blema‒solución, y con base en las necesidades de interés público (Bourdieu, 2014; Mainardes, 
2018), ha comenzado por constituir la imagen de una educación en crisis, en la que el principal 
responsable sería el profesorado y sus organizaciones gremiales, promoviendo en consecuencia, 
su profesionalización (Figueroa, 2023). Este derrotero se ha ido constituyendo en una suerte de 
procedimiento estándar en lo que respecta a las reformas con centralidad de mercado, tal como 
lo expresa Gentili (1997), al exponer la existencia de un itinerario discursivo que se sustenta en 
cuatro elementos: 1) instalar la imagen sobre la existencia de una crisis educativa; 2) identificar a 
los culpables, principalmente el Estado interventor y los grandes sindicatos docentes; 3) promo-
ver estrategias sustentadas en una doble lógica para salir de la crisis: centralizadas en el control 
pedagógico y descentralizadas en aspectos financieros y de gestión de los recursos; y 4) destacar 
la relevancia de los expertos, a quienes se debe consultar y que se encuentran asociados al mundo 
de los negocios y a una academia funcional, favoreciendo una verdadera globalización de ideas 
conforme a los intereses de quienes promueven la profundización de la privatización endógena 
en los servicios públicos.

En este contexto, la NGP es considerada como la estrategia global que permitiría responder a la 
condición de crisis. En palabras simples, significa adoptar la racionalidad y la planificación estra-
tégica presentes en las empresas privadas (Verger & Normand, 2015). Al mismo tiempo, refuerza 
las lógicas de competencia, en las cuales el emprendimiento es apreciado como un factor clave 
del éxito, teniendo como principal referencia los programas de calidad total. Aquello ha influido 
fuertemente en los distintos niveles de la gestión educativa y particularmente, en las funciones 
directivas de las escuelas públicas (Oliveira et al., 2017).

Paralelamente, la NGP se sustenta directamente en los mecanismos de rendición de cuentas, gene-
rando la estandarización de los procesos, así como el surgimiento de procedimientos que buscan 
comparar y valorar diferenciadamente, fomentando la competencia entre escuelas, estudiantes 
e incluso docentes (Falabella & De la Vega, 2016; Villalobos & Quaresma, 2015). Un ejemplo de 
aquello ha sido el uso de las evaluaciones estandarizadas, tales como el Sistema de la Medición 
de la Calidad Educativa (Simce) y la Prueba de Acceso a la Educación Superior (PAES). En este 
aspecto, se ha terminado por simplificar la calidad educativa en torno a todos aquellos elementos 
que miden estas evaluaciones, dejando poco espacio a la formulación de caminos pedagógicos 
alternativos (Assaél et al., 2018).

Paralelamente, la literatura que ha acompañado los programas de profesionalización docente, 
destaca la necesidad de implementar actividades orientadas al desarrollo de capacidades investi-
gativas, la reflexividad y el trabajo colaborativo, entre otros aspectos (Nóvoa, 2016); no obstante, 
y a pesar de que estos elementos se asientan en sentidos compartidos y deseables por parte de 
las y los docentes, la investigación y la reflexividad han terminado por sumarse a los mecanis-
mos de rendición de cuentas, constituyéndose en parte en lo que hoy se conoce como «nuevo 
profesionalismo» lo que ha llevado a la incorporación de mayores exigencias y a la consecuente 
intensificación  del ejercicio docente (Anderson, 2017).

En concreto, el nuevo profesionalismo se sustenta en la idea que los y las docentes, desde su 
accionar autónomo, deben dar cuenta de la forma en que resuelven los problemas que genera el 
sistema, muchos de ellos derivados de dimensiones sociales y económicas, lo que se traduce en 
desigualdades e inequidades educativas. En este aspecto, el desarrollo profesional docente (DPD) 
promueve una concepción del profesionalismo que, como señala Cuenca (2015), se ha traducido 
en recomendaciones orientadas al avance de carreras docentes de nueva generación, basadas 
fundamentalmente en el reconocimiento del mérito mediante mecanismos de evaluación estan-
darizados. En contraste con esta lógica individualizante, la literatura especializada reconoce que 
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el fortalecimiento del capital profesional debe ser abordado de manera colectiva (Figueroa, 2022; 
Hargreaves & Fullan, 2014; Oliveira, 2020).

En el caso de Chile, el nuevo profesionalismo ha generado tensiones, cuestión que se ha visi-
bilizado, desde hace más de una década, a través de una serie de investigaciones; por ejemplo, 
Sisto (2011) expone cómo los instrumentos de evaluación docente, centrados en el desempeño 
individual, tienden a entrar en tensión con el carácter colectivo en que se ejerce la docencia. Estas 
interpretaciones han sido reafirmadas por investigaciones que muestran cómo, a medida que 
avanza el sistema de reconocimiento asociado a los procesos de evaluación y carrera docente, se 
articulan discursos de autonomía con mecanismos de control. De hecho, algunas investigaciones 
que se han desarrollado con posterioridad, confirman que los y las docentes no le encuentran 
sentido pedagógico al proceso, considerándolo incluso como una instancia anecdótica que, en el 
mejor de los casos, se configura como una obligación temporal que debe ser asumida cada cua-
tro años. Lo anterior genera una paradoja, pues, por una parte, se reconoce al sistema como un 
mecanismo eficaz de reajuste salarial y, por otra, se cuestionan la burocratización del proceso, la 
individualización de la evaluación y la ausencia de instrumentos sensibles a las particularidades 
de los contextos educativos. Estas dinámicas desdibujan su carácter pedagógico y lo convierten 
en una instancia predominantemente normativa e instrumental, por sobre un espacio genuina-
mente reflexivo acerca de la enseñanza (Figueroa & Cavieres, 2020; Pardo & Adlerstein, 2020). 
Ello ha generado que los colectivos docentes agencien su malestar, llevando a cabo acciones de 
resistencia y elaboración de propuestas, principalmente lideradas por el CPCH, algunas de ellas 
consideradas, en determinados casos, por quienes gestionan las políticas públicas en educación 
(Figueroa & Oliveira, 2023).

Dicha situación se ha traducido, a su vez, en una percepción de abandono por parte del Estado 
en lo que respecta a condiciones estructurales, debido a que las autoridades no han abordado las 
condiciones materiales y sociales en que se desarrolla el ejercicio profesional docente. Esta falta 
de soluciones genera formas de violencia y profundización de la exclusión que, evidentemente, 
condicionan la calidad de los procesos de enseñanza. En este escenario, el principio básico de la 
educación de mercado, esto es, la competencia, se sigue promoviendo como mecanismo de mejo-
ra de la calidad educativa, mecanismo que no tendría sentido para las y los docentes que ejercen 
la profesión en contextos de exclusión social (Figueroa & Cavieres, 2020).

Al respecto resulta destacable el hecho de que, por un lado, existe bastante literatura que indica 
que la mejora de la profesionalidad docente se produce cuando las escuelas la asumen de manera 
colectiva (DuFour, 2004; Hargreaves & Fullan, 2014; Stoll, et al., 2006). No obstante, en el caso chi-
leno, a pesar de que las recientes modificaciones al portafolio de evaluación docente han incorpo-
rado la experiencia de trabajo colaborativo como un apartado obligatorio, tanto las consecuencias 
como el reconocimiento asociado al reajuste salarial continúan centrados en la estratificación del 
desempeño individual. En este sentido, en lo formal, el 50% del proceso de evaluación responde 
a esta misma lógica, mediante una evaluación estandarizada de conocimientos disciplinarios y 
técnico‒pedagógicos, concebida como un evento único (Pardo & Adlerstein, 2020). 

Lo anterior nos lleva a afirmar que, desde la política pública, se ha tendido a instaurar de forma 
permanente la estandarización y la rendición de cuenta individual del desempeño profesional. 
Con la intención original de incidir sobre la condición de precarización económica que han ex-
perimentado las y los docentes, esta política ha generado, en contraste, estatus diversificados al 
asociar la diferenciación en tramos con sus respectivas bonificaciones de desempeño. Al respecto, 
cabe señalar que la política pública se argumenta en función del fortalecimiento de la identidad 
profesional y el reconocimiento social, sin explicitar que, en la práctica, opera como un meca-
nismo de control del ejercicio de la profesión (Cavieres & Apple, 2016; Cuenca, 2015; Figueroa & 
Cavieres, 2020). 

3.2. El rol de los colectivos y organizaciones gremiales de las y los docentes 
Es importante reconocer la manera en cómo la política de evaluación docente y sus incentivos 
considera el DPD como un proceso atomizado, lo que entra en tensión con la naturaleza colectiva 
del ejercicio de la profesión (Hargreaves & Fullan, 2014). Ante este escenario, resulta ineludible 
considerar el rol que han tomado los colectivos docentes, los cuales lejos de ser actores pasivos 
o meramente reactivos, han desempeñado un papel relevante en la reconfiguración del profe-
sionalismo docente. Regularmente, el rol colectivo de las y los docentes, expresado a través de 
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sindicatos y colegios profesionales, suele identificarse como responsable de la crisis de eficiencia 
y eficacia del sistema educativo (Figueroa, 2023; Gentili, 1997; Gentili et al., 2004), así como tam-
bién de una resistencia persistente frente a los cambios asociados a la modernización educativa 
orientada por el nuevo profesionalismo y la NGP. 

En este sentido, resulta interesante observar cómo los colectivos docentes han transitado des-
de movimientos centrados en reivindicaciones salariales, materiales y laborales —propias de la 
acción sindical— hacia la articulación de estrategias de resistencia y demandas vinculadas con 
la justicia social y la transformación educativa (Figueroa, 2023; Gentili et al., 2004). Con este fin, 
algunos estudios, como el realizado por Ortiz–Mallegas et al. (2024), han propuesto la categoría 
de «asociacionismo» para dar cuenta de la expansión de la agencialidad colectiva docente, al 
incorporar elementos que trascienden las demandas tradicionales del sindicalismo y que abarcan 
objetivos de carácter político, social y pedagógico. 

Al mismo tiempo, debemos reconocer que se ha intentado presentar públicamente, especialmen-
te en la prensa, la imagen de que los colectivos docentes actúan de manera obstruccionista o 
reaccionaria frente al avance de las políticas públicas asociadas a la profesionalización; ejemplo 
de aquello es el discurso instalado de que el profesorado no quiere ser evaluado (Figueroa, 2022). 
No obstante, es posible advertir que estas organizaciones han actuado, como en el caso chileno, a 
partir de una mixtura de repertorios de acción y estrategias tradicionales, que van desde la huel-
ga frente al avance de políticas públicas percibidas como una amenaza, hasta la intermediación 
con los círculos de toma de decisiones en lo relativo a la formulación de políticas públicas en 
educación y, particularmente, en materia de DPD (Figueroa & Oliveira, 2023; Matamoros, 2016; 
Scherping, 2013). 

A partir de lo expuesto, es posible identificar cómo ciertos colectivos docentes han sido capaces 
de disputar espacios al interior de las escuelas, constituyéndose en instancias de resistencia y 
reflexión pedagógica, en la mayoría de los casos desde perspectivas teóricas emancipadoras. Del 
mismo modo, es posible desprender que estos espacios pueden ser considerados expresiones de 
una profesionalidad crítica docente (Apple, 2018; Araya & Figueroa, 2015; Castro, 2018).

En lo que concierne a la participación de los colectivos docentes en la generación del SDPD, es inte-
resante reconocer su presencia desde que se comenzó a regular el quehacer profesional docente, a 
partir de los primeros gobiernos postdictadura, como el Estatuto Docente (1991), el levantamien-
to del Marco para la Buena Enseñanza (2003) y el Sistema de Evaluación de Desempeño Docente 
(2004). En todos los procesos en que se fueron gestando las políticas públicas, los y las docentes 
no estuvieron ausentes, de hecho, las principales organizaciones que representaron al profesora-
do, entre ellas el CPCH, actuaron como mediadores y grupo de interés.

Respecto del Sistema de Evaluación del Desempeño Profesional Docente (Ley N.° 19.961, 2004), 
habría que destacar, precisamente, que este se configuró con la participación del CPCH y otros 
actores, constituyéndose en una instancia en la que fue posible problematizar distintas concep-
ciones sobre el ejercicio de la profesión docente (Assaél & Pavez, 2008; Ávalos & Assaél, 2006). 
Existen pocas dudas de que estos espacios, de generación de políticas públicas, constituyeron 
coyunturas relevantes que la dirigencia gremial, especialmente del CPCH, interpretó como oportu-
nidades para impulsar mejoras en las condiciones laborales, considerando que, durante la dicta-
dura, la docencia fue una de las actividades más precarizadas, tanto en el plano salarial como en 
el contractual (Figueroa, 2022).

Consecuentemente, la fuerte presencia del CPCH en los diversos espacios de negociación que se 
abrieron durante los gobiernos democráticos respondió a la necesidad de impulsar la unidad 
como una estrategia para resistir las condiciones que han precarizado el trabajo docente. Una 
vez avanzadas las reivindicaciones relativas a las condiciones materiales, y con el surgimiento 
de otros colectivos docentes, e incluso cuando las coyunturas lo han requerido, ha sido posible 
articular formas de asociatividad con diversos agentes que superan la representatividad del pro-
fesorado, disputando así espacios de poder en la toma de decisiones (Ortiz–Mallegas et al., 2024).

Por lo mismo, la ampliación de los espacios de asociatividad y disputa en torno a las políticas 
educativas, también ha supuesto una problematización de los dispositivos mediante los cuales 
se regula el trabajo docente. En este marco, las políticas educativas basadas en mecanismos de 
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rendición de cuentas, como las implementadas en Chile, generan diversos efectos sobre la manera 
en que se conciben las funciones docentes. Por ejemplo, las evaluaciones estandarizadas del des-
empeño poseen un efecto performativo debido a las fuertes consecuencias que conllevan, como el 
reajuste salarial mediante bonificaciones y la estabilidad laboral (Ball, 2002; Carrasco‒Aguilar et 
al., 2019; Verger & Normand, 2015). 

Lo anterior ha sido percibido como una amenaza por parte de algunos colectivos docentes adscri-
tos a enfoques pedagógicos críticos. Esto se manifestó durante la tramitación de la Ley N.° 20.903, 
contexto en el que se generaron diversos espacios de reflexión y tensión que incidieron tanto en el 
desarrollo legislativo de dicho cuerpo jurídico–normativo, como en la orientación y el funciona-
miento de asociaciones tan relevantes como el CPCH (Ortiz–Mallegas et al., 2024; Sisto et al., 2022). 

Pongamos, como ejemplo de dichas expresiones de descontento, la llamada «rebelión de las ba-
ses», movimiento surgido al interior del profesorado chileno en 2019. En relación con esta acción 
colectiva del profesorado, algunas investigaciones, como la de Sisto et al. (2022), destacan que 
tanto la movilización como la huelga de 57 días, de ese mismo año, se transformaron en espacios 
donde se cuestionó la cuantificación del desempeño a través de instrumentos estandarizados, 
proponiendo modos de organización y participación más democráticas con orientación crítica y 
radical. Al respecto resulta interesante verificar que los colectivos docentes, particularmente, el 
CPCH, no estuvieron ausentes de los espacios de influencia en la medida que se gestaba la política 
pública; es decir, el profesorado chileno estuvo lejos de constituirse como un sujeto pasivo en el 
transcurrir de la coyuntura, contexto en el cual uno de los aspectos más significativos fue el sello 
pedagógico presente en la demanda por el reconocimiento de la profesionalidad docente (Figue-
roa & Oliveira, 2023; Sisto et al., 2022). 

Si bien el CPCH participó e influyó en el proceso de gestación del SDPD, una actitud colaboracionis-
ta de la conducción gremial le significó el rechazo de las bases, así como el surgimiento de un nue-
vo grupo dirigencial identificado como disidente, el cual retomó una propuesta de carrera profe-
sional docente elaborada por el gremio durante la última década del siglo XX. En este contexto, se 
registraron diversas instancias gremiales en las que se problematizaron los elementos necesarios 
para la instauración de una carrera con énfasis en lo pedagógico (Figueroa & Oliveira, 2023).

3.3. Políticas públicas que regulan la profesión docente en Chile
Es posible afirmar que el neoliberalismo que instaló la lógica de mercado en la educación, cen-
trada en la competencia, la estandarización y la rendición de cuentas, ha influido directamente 
en la manera en la cual se regulariza el trabajo docente y en cómo se concibe y vive su profesio-
nalismo. Por lo mismo, las políticas docentes en Chile han estado tensionadas constantemente 
entre el reconocimiento profesional y el control que conlleva la evaluación de alto impacto. En 
este contexto, y con el fin de comprender cómo se ha avanzado en esta materia, a continuación, 
se revisan los principales cuerpos legales que han normado la profesión docente desde el retorno 
a la democracia.

Las normas actuales que regulan la profesión docente en Chile surgen como respuesta a la pre-
carización laboral instalada tras el proceso de municipalización de la educación pública, imple-
mentada desde 1981, durante la dictadura cívico–militar. Este proceso dio paso al modelo de edu-
cación de mercado, cuyas consecuencias se viven hasta el día de hoy (Aziz, 2018; Santibáñez & 
Muñoz, 2017). En este contexto, diversos actores han impulsado reformas orientadas a fortalecer 
la formación y carrera docente, a través de mejores condiciones laborales, acceso a formación con-
tinua y un sistema que reconozca el desarrollo profesional a lo largo del tiempo. Esta búsqueda 
se ha materializado en una serie de normativas, como son el Estatuto Docente (Ley N.° 19.070, de 
1991), la implementación de la Evaluación Docente (Ley N.° 19.961, de 2004), la creación del SDPD 
(Ley N.° 20.903, de 2016) y la más reciente unificación de los sistemas de evaluación mediante la 
Ley N.° 21.625, de 2023). A continuación, se abordarán brevemente cada una de ellas. 

Tras el retorno a la democracia, el profesorado chileno demandó la restitución de los derechos 
laborales perdidos en el régimen dictatorial (Santibáñez, 2022). Como respuesta a lo anterior, en 
el año 1991 fue publicada la Ley N.° 19.070 que promulgó el Estatuto de los Profesionales de la 
Educación, normando los requisitos, deberes, obligaciones y derechos del magisterio (Biscarra et 
al., 2015; Bonifaz, 2011; Santibáñez, 2022). Dicha ley, además, regula materias claves de la pro-
fesión docente, como las remuneraciones, creando una Renta Básica Mínima Nacional (RBMN) 
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y estableciendo asignaciones de sueldo según condiciones laborales, experiencia y perfecciona-
miento. Asimismo, promueve la profesionalización y una mayor participación docente en ám-
bitos consultivos. En materia de condiciones laborales, fijó un máximo de 44 horas semanales, 
con hasta un 75% destinado a clases directas. A su vez, estableció un sistema de evaluación del 
desempeño a cargo de las jefaturas, con tres categorías: Lista uno (Distinción), Lista dos (Normal) 
y Lista tres (Demérito). La permanencia del docente durante dos años consecutivos en esta última 
categoría constituía causal de despido. Sin embargo, dicho sistema de evaluación nunca llegó a 
implementarse, probablemente debido a los conflictos de interés que implicaba su aplicación por 
parte de las jefaturas directas.

Posteriormente, en el año 2004, como resultado del avance legislativo en educación, se crea el 
Sistema de Evaluación del Desempeño Profesional Docente (Ley N.º 19.961), producto de largas 
negociaciones entre el gobierno de la época y el CPCH. En ese marco, se conforma un comité tri-
partito encargado de su diseño, integrado además por la Asociación Chilena de Municipalidades. 
Así, el sistema de evaluación del desempeño docente fue aprobado en una consulta nacional. La 
Ley estableció una evaluación del desempeño de carácter obligatorio y «formativa» para las y los 
docentes del sector público, aplicada cada cuatro años mediante cuatro instrumentos: portafolio, 
entrevista entre pares, informe directivo y autoevaluación, articulados en función del Marco para 
la Buena Enseñanza (MBE). Este proceso clasifica al cuerpo docente en cuatro niveles —Destacado, 
Competente, Básico e Insatisfactorio— y contempla medidas de mejora o desvinculación para 
quienes obtengan reiteradamente los desempeños más bajos (Santibáñez, 2022). Seguidamente, 
se incorporaron dos mecanismos voluntarios de reconocimiento: la Asignación por Desempeño 
Individual (AVDI) y la Asignación de Excelencia Pedagógica (AEP), ambas con pruebas y portafo-
lios dirigidas a premiar el rendimiento a través de incentivos económicos (Galaz‒Ruiz & Anaya‒
Torres, 2023; Santibáñez, 2022).

Avanzando en esta materia, y de manera paralela al Sistema de Evaluación Docente, en el año 
2016 entra en vigor el SDPD, al alero de la Ley N.° 20.903, que incorpora un sistema de reconoci-
miento del desarrollo profesional estructurado en cinco tramos: Inicial, Temprano y Avanzado 
(obligatorios), y Experto I y Experto II (voluntarios). Para progresar en ellos, el profesorado debe 
someterse a evaluaciones periódicas mediante dos instrumentos: el Portafolio de competencias 
pedagógicas —compartido hasta ese momento con la Evaluación Docente— y pruebas de cono-
cimientos específicos y pedagógicos, correspondientes a las utilizadas previamente en la AVDI y 
la AEP.

Consecuentemente, la progresión en la carrera pasaría a depender exclusivamente del desem-
peño individual, así como de los bienios acumulados al momento de la entrega de resultados. 
Asimismo, esta Ley establece que la formación inicial solo puede ser impartida por universidades 
acreditadas e introduce requisitos de ingreso más exigentes para las carreras de pedagogía. Del 
mismo modo, crea un sistema de inducción para el profesorado principiante, basado en mento-
rías, y garantiza el acceso gratuito a formación continua a través del Centro de Perfeccionamien-
to, Experimentación e Investigación Pedagógica (CPEIP), junto con la posibilidad de acceder a 
instancias de formación local financiadas por la Subvención Escolar Preferencial (SEP). La norma-
tiva también contempla mejoras laborales y salariales, como el aumento progresivo de horas no 
lectivas y ajustes en las asignaciones económicas (Ley N.º 20.903, 2016; Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo [PNUD], 2023). Este sistema fue aprobado por las autoridades de la 
época, pese a la oposición del gremio, que presionó mediante un paro indefinido y una consulta 
nacional docente que registró un 90% de rechazo (Santibáñez, 2022).

Como respuesta a las discrepancias generadas por la normativa anterior, en el año 2023 se publica 
la Ley N.º 21.625, que crea el Sistema Único de Evaluación Docente y elimina la doble evaluación 
que afectaba al profesorado del sector público. Hasta entonces, coexistían la Evaluación Docente 
—establecida en el artículo 70 del Estatuto Docente— y la evaluación del Sistema de Reconoci-
miento para la progresión en la Carrera Docente, las cuales implicaban instrumentos, criterios y 
consecuencias diferenciadas (CPEIP, 2024).

La nueva Ley unifica ambos sistemas en un único proceso de reconocimiento del desarrollo pro-
fesional, manteniendo solo dos instrumentos: el Portafolio y la Evaluación de Conocimientos 
Específicos y Pedagógicos (ECEP). Estos determinan el encasillamiento en los distintos tramos de 
la carrera —Acceso, Inicial, Temprano, Avanzado, Experto I y Experto II—, siendo voluntarios 
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los tres últimos. Asimismo, se eliminan la autoevaluación, la evaluación de pares, las comisio-
nes comunales, los informes de terceros y los planes de superación profesional (CPEIP, 2024; Do-
centeMÁS, 2024). La normativa también formaliza la inducción obligatoria para el profesorado 
principiante, estableciendo condiciones y responsabilidades para quienes ejercen funciones de 
mentoría. Del mismo modo, fortalece la formación continua mediante ciclos de profundización, 
los cuales pueden cumplirse a través de la rendición de instrumentos evaluativos, cursos del 
CPEIP, participación en la Red Maestros de Maestros o el ejercicio de labores de mentoría. Estos 
ciclos son obligatorios para quienes se encuentran en tramos voluntarios y tienen efectos sobre 
sus remuneraciones en caso de no participar. Finalmente, se refuerza el acompañamiento al pro-
fesorado ubicado en los tramos Inicial y Temprano que no ha logrado progresar, priorizando su 
desarrollo profesional (CPEIP, 2024; DocenteMÁS, 2024; Ley N.º 21.625, 2023).

De esta forma, se aprecia cómo las políticas que regulan la profesión docente en Chile han evolu-
cionado durante las últimas décadas, transitando desde la atención de derechos laborales básicos 
hacia una institucionalidad más compleja y normada. En este proceso, se reconocen avances en 
distintas materias, como la regulación de la profesión, la consolidación de sistemas únicos de 
evaluación a cargo de entidades externas a las escuelas y las mejoras en las remuneraciones, entre 
otros aspectos. Sin embargo, persiste un modelo evaluativo individualizado, centrado en meca-
nismos de incentivo y sanción, y asociado a consecuencias de alta relevancia para el profesorado.

3.4. Liderazgo educativo y capital profesional docente
A partir de lo expuesto en los apartados anteriores, es posible sostener que las políticas públicas 
que han regulado el ejercicio de la docencia, tanto en funciones de aula como en cargos directivos, 
han instalado procedimientos y regulaciones que inciden directamente en el DPD. En este marco, 
la literatura ha evidenciado la existencia de dos categorías conceptuales que han tendido a predo-
minar en el debate sobre la calidad educativa: el liderazgo escolar y las capacidades profesionales 
docentes, concebidas por los documentos ministeriales como componentes centrales para la me-
jora continua de los procesos educativos (Mineduc, 2022).

Las referencias que han sustentado los documentos ministeriales, particularmente aquellas aso-
ciadas al liderazgo instruccional, coinciden en que el fortalecimiento de las capacidades profe-
sionales del profesorado —concebidas como capital profesional— constituye un elemento clave 
para avanzar en calidad educativa. Desde tal perspectiva, se hace necesario reconocer cómo se 
compone el capital profesional del profesorado. De acuerdo con Andy Hargreaves y Michael 
Fullan (2014), este posee tres dimensiones: capital humano, capital social y capital decisional. El 
desarrollo de estas dimensiones no depende únicamente de la motivación individual y del esfuer-
zo del profesorado, sino que se encuentra mediado por los marcos normativos, las oportunidades 
sociales y económicas, así como por las condiciones institucionales en las que se ejerce la docencia 
(Cuenca, 2015; Figueroa & Cavieres, 2020).

En este sentido, y aun cuando estas categorías pueden resultar funcionales a procesos de res-
ponsabilización individual, la literatura sugiere que el liderazgo escolar cumple un rol clave en 
la construcción, el sostenimiento y el fortalecimiento de las capacidades profesionales docentes, 
siempre que se desarrolle como una práctica institucional sostenida en el tiempo (Berhanu, 2024; 
Hargreaves & Fink, 2008; Hargreaves & Fullan, 2014; Melesse & Belay, 2022). De este modo, para 
comprender y fortalecer el DPD, se requiere abordar de manera articulada, tanto las distintas di-
mensiones que componen el capital profesional, como las formas que adopta el liderazgo en las 
escuelas, las cuales se presentan a continuación.

En primer lugar, en cuanto a las dimensiones del capital profesional, el capital humano se refiere 
a los conocimientos, habilidades y experiencias que el profesorado desarrolla a lo largo de su 
trayectoria laboral, a partir de la formación inicial, la práctica pedagógica y el perfeccionamiento 
continuo, constituyendo la base del proceso de enseñanza (Hargreaves & Fullan, 2014; Melesse 
& Belay, 2022). 

En segundo lugar, el capital social se vincula con las relaciones, interacciones y saberes compar-
tidos que se construyen en las comunidades educativas, configurándose como un recurso funda-
mental para el desarrollo profesional, pese a haber sido frecuentemente relegado en las reformas 
educativas (Hargreaves & Fullan, 2014; Watts, 2018, como se citó en Berhanu, 2024). 
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Finalmente, el capital decisional corresponde a la capacidad de tomar decisiones pedagógicas 
en contextos complejos, lo que supone alejarse de visiones tecnocráticas del ejercicio docente y 
avanzar hacia prácticas contextualizadas, tanto a nivel individual como colectivo (Berhanu, 2024; 
Hargreaves & Fullan, 2014; Melesse & Belay, 2022).

Ahora bien, el desarrollo de estas dimensiones se encuentra estrechamente vinculado al tipo de 
liderazgo que se ejerce en las escuelas. Desde esta perspectiva, el liderazgo educativo implica 
movilizar e influir en otros para alcanzar objetivos comunes, configurándose como un proceso re-
lacional, contextual y orientado a fines compartidos (Leithwood, 2009). En esta línea, la literatura 
identifica tres formas principales de liderazgo que incidirían positivamente en el DPD: el liderazgo 
distribuido, el transformacional y el instruccional (Mineduc, 2015).

Por un lado, el liderazgo distribuido favorece el desarrollo del capital social y decisional al pro-
mover el trabajo colaborativo, la participación y la toma de decisiones compartidas. El liderazgo 
transformacional, en tanto, fortalece el capital humano y social al generar una visión compartida, 
motivar a los equipos de trabajo y promover procesos de mejora continua. Por otra parte, el lide-
razgo instruccional o pedagógico se centra en los procesos de enseñanza y aprendizaje, incidien-
do directamente en el desarrollo de las capacidades profesionales del profesorado y en la toma 
de decisiones pedagógicas basadas en evidencias.

De esta manera, un liderazgo escolar debería ser capaz de contribuir al fortalecimiento del capital 
profesional docente, al generar condiciones para el trabajo colaborativo, la reflexión pedagógica 
y la toma de decisiones contextualizadas, ampliando las oportunidades de desarrollo profesional 
en las escuelas (Hargreaves & Fullan, 2014; Melesse & Belay, 2022). Sin embargo, estas condicio-
nes no siempre se ven favorecidas por las políticas públicas vigentes, que tienden a priorizar lógi-
cas de evaluación individual y estandarización, tensionando así el desarrollo colectivo y situado 
de la profesionalidad docente (Díez‒Gutiérrez, 2020).

De igual forma, y a pesar de que se presentan de forma dominante en los discursos educativos, 
se hace necesario desnaturalizar estas categorías y reconocerlas como parte de la expansión de la 
NGP, especialmente porque profundizan la colonización del espacio educativo con procedimien-
tos derivados de la teoría del capital humano, la calidad total y del campo empresarial en general 
(Díez‒Gutiérrez, 2020; Oliveira, 2005, 2015; Parcerisa, 2016; Sisto, 2020; Verger & Normand, 2015). 

4. Análisis crítico de aspectos claves para el desarrollo el profesional docente
4.1. Trayectoria de las políticas públicas que regulan la profesión docente
Es posible expresar algunas críticas puntuales a cada una de las políticas públicas que regulan el 
quehacer de la docencia; sin embargo, nuestro principal interés se centra en reconocer las tenden-
cias que mantienen y que no favorecen el desarrollo profesional docente. 

Al analizar estos cuerpos regulatorios, emergen diversas críticas respecto de su efectiva contribu-
ción al DPD. Por ejemplo, del Estatuto Docente promulgado en 1991 puede señalarse que signi-
ficó un avance frente a la precarización en la que se encontraba el ejercicio de la docencia tras el 
término de la dictadura (Biscarra et al., 2015), regularizando aspectos salariales y ciertos 
derechos laborales. No obstante, esta normativa es considerada insuficiente, puesto que 
mantuvo la lógica de la municipalización como modelo de administración, implicando 
desigualdades en la estructura de gestión y en las condiciones laborales, lo que reforzó la 
segregación de las experiencias educativas, incluso entre establecimientos con sostenedores de la 
misma naturaleza (Santibáñez, 2022). 

Por otro lado, el sistema de calificación nunca llegó a implementarse debido a las presiones ejer-
cidas por el gremio (Bonifaz, 2011), el cual cuestionaba su carácter punitivo y arbitrario (Santi-
báñez, 2022). A ello se suma que las administraciones municipales no contaban con el respaldo 
técnico necesario para sostener un sistema evaluativo con sentido pedagógico. En consecuencia, 
gran parte de los procesos de evaluación tendía a centrarse en aspectos formales aplicables a 
cualquier funcionario público, tales como el cumplimiento de la asistencia, los horarios y las 
funciones administrativas.

Este sistema de calificación fue reemplazado en 2004 por el Sistema de Evaluación del Desempe-
ño Profesional Docente (Bonifaz, 2011), el cual también fue objeto de diversas críticas. En primer 
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término, se cuestiona que, aun cuando se presenta como una evaluación formativa, en la práctica 
opera como un sistema de control y rendición de cuentas de carácter punitivo (Galaz‒Ruiz & 
Anaya‒Torres, 2023), ya que no contempla instancias de mejora mientras ocurre el proceso, lo 
que contradice los principios fundamentales de una evaluación formativa. En segundo lugar, se 
señala la sobrecarga laboral y el agobio que genera su aplicación, dado que la elaboración de los 
instrumentos requiere tiempo adicional que no está contemplado dentro de la jornada laboral. 
Asimismo, se critica su lógica punitiva, expresada en la posibilidad de desvinculación. Por últi-
mo, se cuestiona el carácter individualista del sistema, puesto que la evaluación se realiza de ma-
nera atomizada y asociada a consecuencias económicas que establecen una segmentación dentro 
del colectivo docente, reforzando una lógica de competencia más que de colaboración profesional 
(Galaz‒Ruiz & Anaya‒Torres, 2023; Santibáñez, 2022).

En lo que respecta al SDPD, instaurado mediante la promulgación de la Ley N.º 20.903 de 2016, las 
principales críticas apuntan a su superposición con la evaluación docente ya existente, generando 
la coexistencia de dos sistemas con finalidades distintas, escasa articulación y una elevada carga 
administrativa. Además, al depender únicamente del desempeño individual, se promueve una 
lógica evaluativa centrada en el rendimiento personal, sin enfoque pedagógico y sin una visión 
colectiva del trabajo escolar. Asimismo, se mantiene una evaluación de tipo punitiva orientada 
a la rendición de cuentas, que no considera las necesidades formativas presentes en las escuelas 
(Galaz‒Ruiz & Anaya‒Torres, 2023; Santibáñez, 2022; Villalba–Pino et al., 2023). En este contexto, 
el movimiento docente comenzó a identificar al SDPD como otro mecanismo de evaluación vacia-
do de contexto, sin lograr encontrar sentido a su amplia complejidad, demandando a su vez el 
“fin de la doble evaluación”. Además, al igual que como fue la Evaluación Docente, el sistema se 
sustentaba en el ejercicio profesional individual, y a pesar de que se incluyó en el portafolio un 
módulo de trabajo colaborativo —evidencia que inicialmente se consideró como voluntaria—, 
ha tenido escaso impacto vincular con lo que se desarrolla frecuentemente en las escuelas. No 
obstante, se hace necesario desarrollar mayor cantidad de investigaciones empíricas que permita 
sostener con mayor robustez esta crítica.

De igual forma, y a pesar de que la entrada en vigor del SDPD significó un notorio ajuste salarial, 
resulta importante examinar el sentido que el cuerpo docente le asigna a esta política pública. 
En este marco, diversas investigaciones sugieren que el cambio de un cuerpo jurídico a otro —o, 
más precisamente, el traslape entre ambos— no ha permitido superar la lógica de un sistema de 
rendición de cuentas individualizado y asociado a fuertes consecuencias, carente del acompaña-
miento necesario para desempeñarse sobre la base de la profesionalidad docente y responder, de 
este modo, a las necesidades de quienes asisten a escuelas con altos índices de exclusión social 
(Figueroa & Cavieres, 2020).   

En cuanto a la Ley N.º 21.625 de 2023, que estableció el Sistema Único de Evaluación Docente, se 
destaca que, si bien contempla avances orientados a limitar el exceso de instancias evaluativas, 
continúa sustentándose en una lógica de evaluación individual y desconfianza hacia el profeso-
rado, centrada en la rendición de cuentas, de carácter punitivo y asociada a consecuencias sobre 
las remuneraciones y la continuidad laboral. Uno de los aspectos que, en su momento, fue consi-
derado un logro por parte del CPCH fue que quienes alcanzaban los tramos superiores (Avanzado, 
Experto I y Experto II) no estarían obligados a continuar sometiéndose a procesos evaluativos; 
sin embargo, esta condición fue relativizada por el nuevo cuerpo jurídico, al establecer exigencias 
asociadas a consecuencias para quienes no optaran por alguna de las alternativas contempladas 
dentro del ciclo formativo correspondiente, tales como participar en cursos impartidos por el 
CPEIP, integrarse a la Red Maestros de Maestros o asumir funciones de mentoría. De acuerdo 
con lo expuesto, resulta importante preguntarse si este sistema realmente favorece el desarrollo 
profesional docente y si posee el carácter formativo que declara, es decir, si cumple un propósito 
pedagógico orientado a promover mejoras durante el desarrollo del proceso evaluativo, respe-
tando el contexto y las particularidades del ejercicio profesional situado.

La Tabla 1 sistematiza los principales contenidos de estos cuerpos jurídicos, así como las tensio-
nes que se desprenden de su implementación:



94

Círculos de aprendizaje territorialmente situados 

Tabla 1

Resumen de normativas legales y sus tensiones
Normativa Contenido principal de la ley Tensiones

Estatuto Docente (Ley N.º 19.070, 
de 1991)

Regula funciones y derechos do-
centes: establece RBMN; reconoce 
profesionalización; define asig-
naciones por desempeño; fija 
jornada y horas lectivas; limita 
estudiantes por curso; regula 
vacaciones; evalúa desempeño 
vía jefatura.

Mantiene la lógica de municipali-
zación; no abarca al sector parti-
cular subvencionado; el sistema 
de evaluación no se aplicó por 
posibles vicios en el sistema.

Evaluación Docente (Ley N.º 
19.961, de 2004)

Evaluación obligatoria y formati-
va para el profesorado de admi-
nistración municipal, basada en 
el MBE, con niveles de desempe-
ño que implican consecuencias 
laborales; incorpora mecanis-
mos voluntarios que reconocen 
el buen desempeño mediante 
evaluaciones específicas.

Se traduce en agobio laboral; eva-
luación centrada en el desempe-
ño con fuertes consecuencias; 
refuerza el control más que la 
mejora; posibilidad de despido 
por desempeño; escasa retroali-
mentación formativa.

Sistema de Desarrollo Profesio-
nal Docente (Ley N.º 20.903, de 
2016)

Crea una carrera profesional do-
cente estructurada en tramos; 
la progresión depende del des-
empeño individual y los años 
de ejercicio; regula la formación 
inicial; incorpora un proceso 
de inducción; amplía la oferta 
de formación continua gratuita 
y establece avances en materia 
laboral.

Rechazada por el gremio en 
consulta nacional, genera du-
plicidad evaluativa; alta carga 
administrativa; evaluación indi-
vidual y centrada en el mérito; 
débil articulación institucional.

Sistema Único de Evaluación Do-
cente (Ley N.º 21.625, de 2023)

Unifica los sistemas de evalua-
ción docente y el SDPD, elimi-
nando instrumentos previos y 
conservando el Portafolio y la 
Evaluación de conocimientos 
disciplinares y pedagógicos; 
mejora el sistema de mentorías, 
define la formación continua y 
establece criterios claros para la 
permanencia en los tramos de la 
carrera docente.

Aunque reduce duplicidad, man-
tiene las lógicas de control; 
vinculación directa con salario 
y continuidad laboral; se man-
tiene la evaluación centrada en 
el desempeño con fuertes con-
secuencias en todos los tramos.

Nota: Elaboración propia

4.2. Liderazgo y capital profesional docente: del control a la construcción de una profesionalidad 
docente situada
Sin pretender adentrarnos en una crítica estructural de las categorías de capital profesional y 
liderazgo en contextos educativos, adherimos a las lecturas que reconocen que estas categorías se 
asientan en la teoría del capital humano y el emprendimiento, entendidos como formas de colo-
nización de los espacios educativos por parte de la racionalidad económica y empresarial. Tanto 
el liderazgo educativo como el capital profesional docente, este último presentado como DPD, 
forman parte fundamental del discurso dominante que acompaña las reformas educativas. Por lo 
mismo, es primordial reconocer que estas categorías pueden profundizar el control cultural me-
diante el cual la NGP instaura subjetividades en los establecimientos educacionales, configurando 
consensos orientados hacia las mejoras consideradas necesarias, sin que exista una mayor disputa 
de sentido en las escuelas. 

Profundizando, desde una perspectiva crítica, en los elementos abordados, se hace evidente que 
el tipo de liderazgo que se fomenta en las escuelas tiene un impacto directo en las posibilidades 
de generar capacidades profesionales situadas y, de este modo, fortalecer aquello que la literatura 
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reconoce como capital profesional docente. No obstante, debemos partir de la base de que no se 
trata solo de liderar, sino también de construir espacios que permitan potenciar la profesionali-
dad, fortalecer vínculos entre colegas y tomar decisiones con autonomía. Comprender esta rela-
ción es clave si queremos avanzar hacia una visión más completa y humana de la labor docente, 
en la que existan condiciones reales para aprender, colaborar y mejorar en conjunto.

Asimismo, cabe mencionar que los distintos tipos de liderazgo pueden coexistir en las escuelas, 
ya que no son excluyentes entre sí y, dependiendo del contexto, pueden complementarse o po-
tenciarse mutuamente. En apartados anteriores se observa cómo los distintos tipos de liderazgo 
pueden influir positivamente en el desarrollo profesional docente; por tanto, cabe preguntarse: 
¿por qué en las políticas públicas y en las escuelas no se avanza con mayor decisión en esta direc-
ción?, ¿por qué sigue predominando en las escuelas un liderazgo directivo más bien de carácter 
autoritario y gerencial?

Una posible respuesta a esta pregunta radica en la tensión existente entre las recomendaciones 
presentes en la literatura, las políticas públicas en educación y las formas en cómo es evaluado el 
desempeño directivo en la práctica. Si bien, por un lado, encontramos una serie de documentos y 
orientaciones emanadas del Mineduc, como el Marco para la Buena Dirección y el Liderazgo Escolar 
(2015), en los que se reconoce la importancia del liderazgo para el aprendizaje y el desarrollo pro-
fesional; por otro, la normativa que regula la labor docente continúa priorizando el cumplimiento 
individual de estándares, mediante resultados cuantitativos que se traducen en recompensas o 
sanciones, en desmedro de procesos colaborativos, reflexivos y contextualizados

Esta dicotomía, en consecuencia, tensiona el ejercicio profesional docente, puesto que, por una 
parte, se exige demostrar una serie de capacidades técnicas mediante una evaluación estandari-
zada; y, por otra, se espera que en las escuelas exista reflexión pedagógica, trabajo colaborativo y 
metas compartidas, entre otros aspectos vinculados al desarrollo profesional docente. No se trata 
solo de una incoherencia técnica entre discurso y práctica, sino de la expresión de racionalidades 
en disputa: una visión que enfatiza estándares, control y responsabilidad individual, frente a una 
concepción que entiende la profesionalidad como una construcción colectiva, situada y orientada 
al bien común educativo. 

Desde una perspectiva crítica, el problema del liderazgo escolar y su vínculo con el capital profe-
sional docente no puede reducirse a una cuestión técnica sobre «estilos» más o menos efectivos. 
Lo que está en juego es la forma en que el poder, la racionalidad política y los dispositivos de 
evaluación configuran la subjetividad profesional docente y delimitan las condiciones mismas de 
posibilidad para su desarrollo.

En ese sentido, la noción misma de «capital profesional», aunque útil para describir capacidades 
y recursos, corre el riesgo de inscribir la profesionalidad docente dentro de una lógica economi-
cista, donde el saber pedagógico se traduce en activos acumulables y medibles. Es indudable que 
el liderazgo escolar ha quedado subsumido en una racionalidad empresarial, corriendo el riesgo 
de dejar de concebirse como una práctica política situada para transformarse en un conjunto de 
derroteros técnicos de gestión orientados a optimizar rendimientos como parte de un sistema de 
rendición cuentas.

Así, cuando la literatura sostiene que el liderazgo distribuido fortalece el capital social y decisio-
nal mediante la promoción de redes horizontales y decisiones colectivas, cabría preguntarse hasta 
qué punto esa «distribución» del liderazgo se encuentra ya condicionada por márgenes previa-
mente definidos por una estructura normativa centralizada. En contextos donde las políticas de 
rendición de cuentas intensifican el control externo, la participación puede convertirse en una 
forma sofisticada de co‒responsabilización sin redistribución real del poder. Se invita a colabo-
rar, pero bajo parámetros ya establecidos por estándares, indicadores y metas cuantificables. De 
modo similar, el liderazgo transformacional, al enfatizar la visión compartida, altas expectativas 
e inspiración, puede articularse con una retórica de mejora continua que individualiza la respon-
sabilidad del éxito o fracaso escolar. La invitación a «superarse» permanentemente se alinea con 
una subjetividad docente emprendedora del nuevo profesionalismo, flexible y resiliente, cohe-
rente con las lógicas de la NGP.
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En este marco, el liderazgo instruccional, con foco en el aprendizaje y en la toma de decisiones 
basadas en evidencia, parece una propuesta incuestionable. No obstante, desde una perspectiva 
problematizadora surge la siguiente interrogante: ¿qué se entiende por evidencia y quién define 
qué aprendizajes cuentan? Cuando la evidencia se reduce a resultados estandarizados, el capi-
tal profesional se orienta hacia la adaptación estratégica para rendir de mejor manera en estas 
evaluaciones, estrechando el currículo y subordinando el juicio pedagógico a métricas externas. 

En el caso chileno, documentos como el Marco para la Buena Dirección y el Liderazgo Escolar recono-
cen discursivamente la centralidad del liderazgo para el aprendizaje y el desarrollo profesional; 
sin embargo, el andamiaje normativo del SDPD mantiene un fuerte énfasis en la evaluación indivi-
dual estandarizada y en la progresión asociada a tramos y desempeños medibles. Esta dualidad 
no es simplemente una contradicción técnica, sino una tensión estructural entre una concepción 
colaborativa de la profesionalidad y una lógica de rendición de cuentas que fragmenta y jerar-
quiza. 

Por lo tanto, hablar de capital profesional sin problematizar el marco normativo y evaluativo que 
regula el trabajo docente puede conducir a una comprensión reduccionista, en la que la profesio-
nalidad se traduzca en atributos medibles y acumulables. De igual forma, cuando se promueve 
un liderazgo distribuido, pueden generarse espacios de colaboración horizontal, aprendizaje en-
tre pares y toma de decisiones compartidas. No obstante, estas dinámicas solo fortalecen genui-
namente el desarrollo profesional si implican una redistribución real del poder pedagógico, y no 
simplemente una delegación operativa de responsabilidades dentro de márgenes previamente 
definidos por políticas estandarizadas. Así, la colaboración pierde su potencial transformador 
cuando queda subordinada exclusivamente al cumplimiento de metas externas o indicadores 
cuantificables.

En definitiva, el desarrollo del capital profesional docente no puede pensarse al margen de las 
relaciones de poder que estructuran el sistema educativo. El liderazgo escolar, lejos de ser una 
variable independiente, es una práctica política que puede reproducir la racionalidad dominante 
o abrir espacios de resistencia y construcción colectiva. La profesionalización, desde esta perspec-
tiva, no es acumulación de capital, sino un proceso histórico de lucha por el reconocimiento, la 
autonomía y la justicia educativa.

5. La búsqueda de sentido frente a las tensiones del desarrollo profesional docente
Tal como se ha planteado previamente, una política pública que busca desarrollar profesional-
mente la docencia, difícilmente puede alcanzar resultados satisfactorios si no se hace cargo de 
los elementos estructurales que configuran el ejercicio cotidiano de la profesión. El DPD ocurre en 
contextos materiales concretos que pueden promover u obstaculizar la mejora. Por ello, resulta 
contradictorio exigir altos estándares de desempeño cuando las y los docentes deben enfrentar 
condiciones deficitarias, como salas de clases que durante el invierno presentan filtraciones de 
agua y humedad. Estas situaciones no solo afectan el bienestar laboral, sino que inciden directa-
mente en las posibilidades reales de desplegar prácticas pedagógicas que permitan desarrollar 
aprendizajes complejos como los que están presentes en el currículo nacional.

Desde esta perspectiva, las mejoras asociadas al SDPD no pueden analizarse exclusivamente desde 
la dimensión del reajuste salarial. Si bien la remuneración constituye un componente relevante 
del reconocimiento profesional, para que el profesorado pueda actuar con base en la profesio-
nalidad, se requiere un fortalecimiento integral de la educación, especialmente la pública. Ello 
implica considerar dimensiones estructurales que actúan como soporte de los procesos peda-
gógicos, tales como la infraestructura escolar, la alimentación, el sistema de financiamiento, los 
apoyos técnico‒pedagógicos y la disponibilidad de profesionales que complementan la función 
docente, como las duplas psicosociales. Sin esta articulación entre políticas profesionalizantes y 
condiciones sistémicas de funcionamiento, el impacto del SDPD tiende a fragmentarse y a perder 
coherencia con los fines que declara promover.

Entonces, si las instancias evaluativas se implementan sin considerar las condiciones estructura-
les previamente señaladas, resulta comprensible que quienes participan en los procesos de eva-
luación encuentren dificultades para atribuirles un sentido que vaya más allá de su incidencia en 
el reajuste salarial, dificultando reconocer que puedan llegar a operar como instancias orientadas 
al fortalecimiento de las capacidades pedagógicas de los/as docentes.



97

 TEMAS DE EDUCACIÓN

Por ello, se hace necesario profundizar en investigaciones que permitan confirmar si quienes 
forman parte de los procesos evaluativos establecidos en el SDPD (Ley N.º 20.903, de 2016) y pun-
tualmente en lo determinado en la Ley N.º 21.625, reconocen en dichos procesos algún sentido 
pedagógico. Esto implica indagar si la evaluación se vincula efectivamente con las decisiones y 
acciones que las y los docentes deben asumir cotidianamente en sus respectivos establecimientos 
educacionales, así como con el propósito de que sus estudiantes desarrollen aprendizajes relevan-
tes tanto del currículo como aquellos considerados significativos a nivel local y personal.

Lamentablemente, la literatura revisada nos lleva a pensar que el profesorado no posee certe-
zas sobre el sentido pedagógico que tienen las evaluaciones que actualmente forman parte del 
sistema de reconocimiento profesional. Lo anterior se debe a que estas instancias se perciben 
como descontextualizadas y no tienen relación directa con los desafíos que deben abordar en la 
cotidianidad en las aulas, generando contradicciones entre los aspectos formativos y punitivos 
(Figueroa & Cavieres, 2020; Ramírez‒Casas del Valle et al., 2022). 

Además, las consecuencias que ha generado este sistema han llevado a que las y los docentes lo 
conciban principalmente como una oportunidad de mejora salarial. Esto se explica por la larga 
historia de precarización de la actividad docente, por lo que difícilmente podría cuestionarse 
dicha percepción. No obstante, el reducir el sistema exclusivamente a su dimensión económica lo 
arrastra peligrosamente hacia una lógica pragmática e instrumental. Un ejemplo de ello es el caso 
de docentes próximos a jubilar que, en una primera instancia, pudieron eximirse de participar en 
el SDPD, pero que actualmente estarían solicitando reincorporarse al sistema. Este pragmatismo 
se ha evidenciado incluso en las demandas planteadas por algunos docentes que forman parte de 
equipos directivos, quienes no cuentan con un mecanismo similar que les permita avanzar en el 
reconocimiento de su trayectoria profesional, como sería una eventual carrera directiva, asociada 
a procesos evaluativos e incentivos económicos. De esta forma, dicha desconexión ha generado 
desgaste, frustración y desmotivación, especialmente en contextos de alta vulnerabilidad, donde 
los esfuerzos pedagógicos van más allá de lo cuantificable a través de instrumentos estandariza-
dos (Figueroa & Cavieres, 2020).

A pesar de que los sistemas de rendición de cuentas del desempeño profesional, especialmente 
aquellos centrados en mecanismos individuales, han generado condicionamientos y respuestas 
performativas y pragmáticas, también existen experiencias de búsqueda de sentido surgidas des-
de los propios colectivos docentes (Figueroa, 2023; Ramírez‒Casas del Valle et al., 2022). Estas 
experiencias operan en los intersticios de los sistemas de evaluación y, por tanto, también en los 
propios espacios escolares, donde se han levantado alternativas basadas en referencias asociadas 
a las comunidades de aprendizaje, al rechazo de las evaluaciones estandarizadas de gran escala 
y sus fuertes consecuencias, a la culpabilización institucional e individual, así como a la falta de 
autonomía y al control técnico de la profesión. Esto nos hacer pensar que sí existe la posibilidad 
de construcción de alternativas, siempre y cuando se haya transitado por un camino de pro-
blematización de lo existente. En este contexto, algunos dispositivos del actual sistema podrían 
ser resignificados, asumiendo que es posible asignarles un mayor sentido pedagógico, como el 
trabajo colaborativo, la reflexión con base en casos y experiencias concretas, las mentorías, el 
acompañamiento entre pares y las redes territoriales, entre otros. En este aspecto, el trabajo do-
cente recupera su dimensión colectiva y situada, y dichos aspectos comienzan a ser vistos como 
oportunidades (Carrasco‒Aguilar et al., 2023). 

Lo anterior nos podría llevar a pensar el DPD no como una instancia individual, sino como una 
construcción colectiva, social y contextualizada, con el fin de aportar en el desarrollo de apren-
dizajes socialmente significativos y profundos para estudiantes y para la comunidad en general. 
Por ello, se hace necesario avanzar hacia una evaluación orientada a la justicia social, especial-
mente en un contexto en que las lógicas de mercado y de rendición de cuentas continúan expan-
diéndose como consecuencia de políticas públicas sustentadas en la NGP.

6. Conclusiones
A lo largo del análisis presentado se ha evidenciado cómo el modelo de profesionalización docen-
te, impulsado por las políticas educativas en Chile, ha generado tensiones significativas entre las 
expectativas de desarrollo profesional que sostienen las y los docentes y las condiciones estructu-
rales que regulan su trabajo. En las últimas décadas, estas políticas han promovido un modelo de 
profesionalización sustentado en la estandarización del desempeño, la competencia individual y 
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sistemas de evaluación de alto impacto, los cuales operan bajo una lógica de premios y sanciones. 
Este enfoque ha reforzado mecanismos de control sobre el trabajo docente, reduciendo las posibi-
lidades de participación democrática y autonomía profesional, al mismo tiempo que incrementa 
la presión laboral, los niveles de estrés y el malestar docente (Santibáñez, 2022; Villalba–Pino et 
al., 2023).

En este sentido, si bien durante los últimos años se han registrado avances en ciertas condiciones 
laborales, particularmente en materia de remuneraciones y algunos beneficios asociados a la ca-
rrera docente, la estructura general de la política continúa privilegiando lógicas de rendición de 
cuentas y control, por sobre perspectivas orientadas al desarrollo profesional y al fortalecimiento 
de las capacidades pedagógicas (Santibáñez, 2022). Esta orientación ha contribuido a profundizar 
la brecha entre las exigencias del sistema y las condiciones reales en que se desarrolla el trabajo 
docente, alejándose de la complejidad de la práctica educativa cotidiana. En efecto, la docencia 
dista de ser una actividad estrictamente individual, ya que se configura en contextos institucio-
nales y relacionales específicos, donde la interacción con otros actores educativos resulta central.

En este contexto, es posible afirmar que un número importante de docentes no se siente plena-
mente reconocido ni representado por este modelo de profesionalización, en el cual el énfasis en 
el rendimiento individual tiende a desvalorizar la dimensión colectiva y contextual del quehacer 
docente (Figueroa & Cavieres, 2020). Esta situación contribuye al desgaste profesional y a una 
progresiva pérdida de sentido respecto del Sistema de Desarrollo Profesional Docente en el mar-
co más amplio del trabajo pedagógico. Desde nuestra perspectiva, el desarrollo profesional no 
puede reducirse a instancias puntuales de evaluación formal, sino que debe comprenderse como 
un proceso continuo, situado y construido en la práctica cotidiana. En este sentido, el sistema 
difícilmente puede sostenerse exclusivamente sobre mecanismos estandarizados e individualiza-
dos, especialmente cuando los procesos de revisión se caracterizan por niveles de opacidad que 
limitan su potencial formativo. Por el contrario, el desarrollo profesional docente se configura en 
interacción con otros actores dentro de comunidades educativas concretas, a partir de procesos 
de problematización pedagógica, política y social de la realidad educativa (Carrasco‒Aguilar et 
al., 2023; Figueroa, 2022).

En el escenario descrito, es posible identificar algunos elementos que abren posibilidades para 
avanzar hacia una concepción del desarrollo profesional docente más colectivo y contextualiza-
do. Cuando en las comunidades educativas se ejerce un liderazgo pedagógico orientado, tanto 
al aprendizaje de los estudiantes como al bienestar del profesorado, se generan condiciones que 
pueden fortalecer las capacidades profesionales. Este tipo de liderazgo favorece la construcción 
de espacios para el aprendizaje compartido, la toma de decisiones con mayor autonomía y la 
circulación de saberes construidos desde la experiencia pedagógica. De esta forma, se promueve 
una cultura profesional con sentido, construida desde las necesidades, fortalezas y desafíos que 
enfrentan cotidianamente las comunidades educativas (Hargreaves & Fullan, 2014; Leithwood, 
2009).

Precisamente en este escenario, y aun en un contexto de políticas públicas fuertemente marcado 
por la estandarización y el control, emergen voces y acciones colectivas que proponen formas 
alternativas de comprender el desarrollo profesional docente. Desde las propias comunidades 
territoriales, diversos colectivos docentes —particularmente sindicatos y organizaciones gre-
miales— han impulsado concepciones de profesionalismo centradas en el desarrollo colectivo y 
contextualizado, en contraposición a enfoques que privilegian la competencia individual. Estas 
experiencias muestran que es posible construir formas de profesionalidad docente orientadas 
por principios de justicia social, colaboración y compromiso con las comunidades educativas, 
desafiando las lógicas de regulación externa que predominan en el sistema educativo (Carrasco‒
Aguilar et al., 2023; Castro, 2018; Figueroa, 2022; Figueroa & Oliveira, 2023).

Avanzar hacia un profesionalismo docente basado en la justicia social, la colaboración y el sentido 
situado implica, en primer lugar, alinear las políticas educativas con esta perspectiva. Para ello 
resulta fundamental asegurar condiciones materiales y laborales que garanticen tiempos y espa-
cios para el trabajo colectivo, la reflexión pedagógica y el desarrollo de iniciativas profesionales 
impulsadas desde las propias comunidades educativas. Asimismo, resulta necesario fortalecer 
el carácter formativo de los procesos de evaluación docente, de modo que estos puedan ofre-
cer información válida, confiable y oportuna que contribuya efectivamente a mejorar la práctica 
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pedagógica mientras esta se desarrolla. Actualmente, la retroalimentación que reciben las y los 
docentes suele presentar un carácter estandarizado que dificulta su utilización como herramienta 
para la mejora profesional (Galaz‒Ruiz & Anaya‒Torres, 2023).

En esta misma línea, las comunidades educativas pueden implementar acciones concretas, orien-
tadas a promover una visión compartida del desarrollo profesional docente (Ortiz et al., 2024). 
Esto supone construir y apropiarse colectivamente de metas comunes, fomentar la toma de deci-
siones con mayor autonomía profesional, fortalecer redes de colaboración entre docentes y otros 
profesionales de la educación, y generar espacios sistemáticos de reflexión pedagógica. Para que 
estas iniciativas se consoliden, resulta igualmente imprescindible garantizar condiciones labora-
les adecuadas que permitan sostener estos procesos en el tiempo.

Del mismo modo, es fundamental que las y los docentes se apropien activamente de su desarrollo 
profesional, promoviendo y sosteniendo iniciativas tales como comunidades profesionales de 
aprendizaje, grupos de investigación pedagógica, proyectos colaborativos y espacios de reflexión 
crítica sobre la práctica educativa. En estos procesos, las organizaciones profesionales y comuni-
tarias —particularmente los sindicatos docentes— pueden desempeñar un papel relevante como 
agentes articuladores y facilitadores de transformaciones orientadas al fortalecimiento de la pro-
fesión docente (Figueroa & Oliveira, 2023; Leithwood, 2009).

En definitiva, avanzar en el fortalecimiento de la profesionalidad docente requiere restituir el sen-
tido del trabajo pedagógico, no desde una lógica de vigilancia y control, sino desde la confianza, 
el apoyo institucional y la participación efectiva del profesorado en las decisiones que afectan su 
labor. En este marco, el presente artículo busca contribuir al debate sobre la profesionalización 
docente, ofreciendo elementos para una reflexión crítica acerca de sus alcances y limitaciones. 
Más que proponer respuestas definitivas, el análisis pretende plantear interrogantes y generar 
discusiones sobre cómo avanzar hacia una comprensión más justa, contextualizada y colectiva 
del desarrollo profesional docente.

En este sentido, futuras investigaciones podrían enriquecer el presente análisis, incorporando 
con mayor profundidad las voces de los docentes y de las comunidades educativas en general, 
así como la problematización de experiencias situadas de desarrollo profesional que permitan 
comprender de qué manera las prácticas de liderazgo escolar contribuyen o, eventualmente, obs-
taculizan los procesos de transformación necesarios para avanzar hacia una educación orientada 
a la justicia social. Aquello nos puede llevar a resignificar los dispositivos de evaluación y el 
liderazgo, potenciando aquellas experiencias que permitan sostener una concepción colectiva y 
democrática de la profesionalidad docente.
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